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Artículo 376 
Los recursos hídricos de los ríos, lagos y lagunas que conforman las cuencas hidrográficas, por su 
potencialidad, por la variedad de recursos naturales que contienen y por ser parte fundamental de los 
ecosistemas, se consideran recursos estratégicos para el desarrollo y la soberanía boliviana. El Estado 
evitará acciones en las nacientes y zonas intermedias de los ríos que ocasionen daños a los ecosistemas  o 
disminuyan los caudales, preservará el estado natural y velará por el desarrollo y bienestar de la 
población. 
 
Artículo 377 

I. Todo tratado internacional que suscriba el Estado sobre los recursos hídricos garantizará la 
soberanía del país y priorizará el interés del Estado.  

 
II. El Estado resguardará de forma permanente las aguas fronterizas y transfronterizas, para la 

conservación de la riqueza hídrica que contribuirá a la integración de los pueblos. 
 
 

CAPÍTULO SEXTO 
ENERGÍA 

 
Artículo 378 
I. Las diferentes formas de energía y sus fuentes constituyen un recurso estratégico, su acceso es un 

derecho fundamental y esencial para el desarrollo integral y social del país, y se regirá por los 
principios de eficiencia, continuidad, adaptabilidad y preservación del medio ambiente. 

 
II. Es facultad privativa del Estado el desarrollo de la cadena productiva energética en las etapas de 

generación, transporte y distribución, a través de empresas públicas, mixtas, instituciones sin fines 
de lucro, cooperativas, empresas privadas, y empresas comunitarias y sociales, con participación y 
control social. La cadena productiva energética no podrá estar sujeta exclusivamente a intereses 
privados ni podrá concesionarse. La participación privada será regulada por la ley. 

 
 
 
Artículo 379 
I. El Estado desarrollará y promoverá la investigación y el uso de nuevas formas de producción de 

energías alternativas, compatibles con la conservación del ambiente. 
 
II. El Estado garantizará la generación de energía para el consumo interno; la exportación de los 

excedentes de energía debe prever las reservas necesarias para el país. 
 
 

CAPÍTULO SÉPTIMO 
BIODIVERSIDAD, COCA,  

ÁREAS PROTEGIDAS Y RECURSOS FORESTALES 
 

SECCIÓN I 
BIODIVERSIDAD 

 
Artículo 380 
I. Los recursos naturales renovables se aprovecharán de manera sustentable, respetando las 

características y el valor natural de cada ecosistema.  
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II. Para garantizar el equilibrio ecológico, los suelos deberán utilizarse conforme con su capacidad de 
uso mayor en el marco del proceso de organización del uso y ocupación del espacio, considerando 
sus características biofísicas, socioeconómicas, culturales y político institucionales. La ley regulará 
su aplicación. 

 
Artículo 381 

I. Son patrimonio natural las especies nativas de origen animal y vegetal. El Estado establecerá las 
medidas necesarias para su conservación, aprovechamiento y desarrollo. 

 
II. El Estado protegerá todos los recursos genéticos y microorganismos que se encuentren en los 

ecosistemas del territorio, así como los conocimientos asociados con su uso y aprovechamiento. Para 
su protección se establecerá un sistema de registro que salvaguarde su existencia, así como la 
propiedad intelectual en favor del Estado o de los sujetos sociales locales que la reclamen. Para todos 
aquellos recursos no registrados, el Estado establecerá los procedimientos para su protección 
mediante la ley.  

 
Artículo 382 
Es facultad y deber del Estado la defensa, recuperación, protección y repatriación del material biológico 
proveniente de los recursos naturales, de los conocimientos ancestrales y otros que se originen en el 
territorio. 
 
Artículo 383 
El Estado establecerá medidas de restricción parcial o total, temporal o permanente, sobre los usos 
extractivos de los recursos de la biodiversidad. Las medidas estarán orientadas a las necesidades de 
preservación, conservación, recuperación y restauración de la biodiversidad en riesgo de extinción. Se 
sancionará penalmente la tenencia, manejo y tráfico ilegal de especies de la biodiversidad.  

 
 
 

SECCIÓN II 
COCA 

 
Artículo 384 
El Estado protege a la coca originaria y ancestral como patrimonio cultural, recurso natural renovable de 
la biodiversidad de Bolivia, y como factor de cohesión social; en su estado natural no es estupefaciente. 
La revalorización, producción, comercialización e industrialización se regirá mediante la ley. 

 
SECCIÓN III 

ÁREAS PROTEGIDAS 
 

Artículo 385 
I. Las áreas protegidas constituyen un bien común y forman parte del patrimonio natural y cultural del 

país; cumplen funciones ambientales, culturales, sociales y económicas para el desarrollo sustentable.  
 
II. Donde exista sobreposición de áreas protegidas y territorios indígena originario campesinos, la 

gestión compartida se realizará con sujeción a las normas y procedimientos propios de las naciones y 
pueblos indígena originaria campesinos, respetando el objeto de creación de estas áreas.  
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SECCIÓN IV 
RECURSOS FORESTALES 

 
Artículo 386 
Los bosques naturales y los suelos forestales son de carácter estratégico para el desarrollo del pueblo 
boliviano. El Estado promoverá las actividades de conservación y aprovechamiento sustentable, la 
generación de valor agregado a sus productos, la rehabilitación y reforestación de áreas degradadas.  
 
Artículo 387 
I. El Estado deberá garantizar la conservación de los bosques naturales en las áreas de vocación 

forestal, su aprovechamiento sustentable, la conservación y recuperación de la flora, fauna y áreas 
degradadas. 

 
II. La ley regulará la protección y aprovechamiento de las especies forestales de relevancia 

socioeconómica, cultural y ecológica.  
 
Artículo 388 
Las comunidades indígena originario campesinas situadas dentro de áreas forestales serán titulares del 
derecho exclusivo de su aprovechamiento y de su gestión, de acuerdo con la ley. 
 
Artículo 389 
I. La conversión de uso de tierras con cobertura boscosa a usos agropecuarios u otros, sólo procederá 

en los espacios legalmente asignados para ello, de acuerdo con las políticas de planificación y 
conforme con la ley.  

 
II. La ley determinará las servidumbres ecológicas y la zonificación de los usos internos, con el fin de 

garantizar a largo plazo la conservación de los suelos y cuerpos de agua.  
 
III. Toda conversión de suelos en áreas no clasificadas para tales fines constituirá infracción punible y 

generará la obligación de reparar los daños causados. 
 
 

CAPÍTULO OCTAVO 
AMAZONIA 

 
Artículo 390 
I. La cuenca amazónica boliviana constituye un espacio estratégico de especial protección para el 

desarrollo integral del país por su elevada sensibilidad ambiental, biodiversidad existente, recursos 
hídricos y por las ecoregiones. 

 
II. La amazonia boliviana comprende la totalidad del departamento de Pando, la provincia Iturralde del 

departamento de La Paz y las provincias Vaca Díez y Ballivián del departamento del Beni. El 
desarrollo integral de la amazonia boliviana, como espacio territorial selvático de bosques húmedos 
tropicales, de acuerdo a sus específicas características de riqueza forestal extractiva y recolectora, se 
regirá por ley especial en beneficio de la región y del país. 

 
Artículo 391 
I. El Estado priorizará el desarrollo integral sustentable de la amazonia boliviana, a través de una 

administración integral, participativa, compartida y equitativa de la selva amazónica. La 
administración estará orientada a la generación de empleo y a mejorar los ingresos para sus 
habitantes, en el marco de la protección y sustentabilidad del medio ambiente. 
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II. El Estado fomentará el acceso al financiamiento para actividades turísticas, ecoturísticas y otras 
iniciativas de emprendimiento regional. 

 
III. El Estado en coordinación con las autoridades indígena originario campesinas y los habitantes de la 

amazonia, creará un organismo especial, descentralizado, con sede en la amazonia, para promover 
actividades propias de la región.  

 
Artículo 392 
I. El Estado implementará políticas especiales en beneficio de las naciones y pueblos indígena 

originario campesinos de la región para generar las condiciones necesarias para la reactivación, 
incentivo, industrialización, comercialización, protección y conservación de los productos 
extractivos tradicionales.  

 
II. Se reconoce el valor histórico cultural y económico de la siringa y del castaño, símbolos de la 

amazonia boliviana, cuya tala será penalizada, salvo en los casos de interés público regulados  por la 
ley. 

 
 

CAPÍTULO NOVENO 
TIERRA Y TERRITORIO 

 
Artículo 393 
El Estado reconoce, protege y garantiza la propiedad individual y comunitaria o colectiva de la tierra, en 
tanto cumpla una función social o una función económica social, según corresponda.   
 
Artículo 394 
I. La propiedad agraria individual se clasifica en pequeña y empresarial, en función a la superficie, a la 

producción y a los criterios de desarrollo. Sus extensiones máximas y mínimas, características y 
formas de conversión serán reguladas por la ley.  

 
II. La pequeña propiedad es indivisible, constituye patrimonio familiar inembargable, y no está sujeta al 

pago de impuestos a la propiedad agraria. La indivisibilidad no afecta el derecho a la sucesión 
hereditaria en las condiciones establecidas por ley. 

 
III. El Estado reconoce, protege y garantiza la propiedad comunitaria o colectiva, que comprende el 

territorio indígena originario campesino, las comunidades interculturales originarias y de las 
comunidades campesinas. La propiedad colectiva se declara indivisible, imprescriptible, 
inembargable, inalienable e irreversible y no está sujeta al pago de impuestos a la propiedad agraria. 
Las comunidades podrán ser tituladas reconociendo la complementariedad entre derechos colectivos 
e individuales respetando la unidad territorial con identidad. 

 
Artículo 395 
I. Las tierras fiscales serán dotadas a indígena originario campesinos, comunidades interculturales 

originarias, afrobolivianos y comunidades campesinas que no las posean o las posean 
insuficientemente, de acuerdo con una política estatal que atienda a las realidades ecológicas y 
geográficas, así como a las necesidades poblacionales, sociales, culturales y económicas. La 
dotación se realizará de acuerdo con las políticas de desarrollo rural sustentable y la titularidad de las 
mujeres al acceso, distribución y redistribución de la tierra, sin discriminación por estado civil o 
unión conyugal.  

 
II. Se prohíben las dobles dotaciones y la compraventa, permuta y donación de tierras entregadas en 

dotación. 
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III. Por ser contraria al interés colectivo, está prohibida la obtención de renta fundiaria generada por el 
uso especulativo de la tierra. 

 
Artículo 396 
I. El Estado regulará el mercado de tierras, evitando la acumulación en superficies mayores a las 

reconocidas por la ley, así como su división en superficies menores a la establecida para la pequeña 
propiedad. 

 
II. Las extranjeras y los extranjeros bajo ningún título podrán adquirir tierras del Estado.  
 
Artículo 397 
I. El trabajo es la fuente fundamental para la adquisición y conservación de la propiedad agraria. Los 

propietarios deberán cumplir con la función social o con la función económica social para 
salvaguardar su derecho, de acuerdo a la naturaleza de la propiedad. 

 
II. La función social se entenderá como el aprovechamiento sustentable de la tierra por parte de pueblos 

y comunidades indígena originario campesinos, así como el que se realiza en pequeñas propiedades, 
y constituye la fuente de subsistencia y de bienestar y desarrollo sociocultural de sus titulares. En el 
cumplimiento de la función social se reconocen las normas propias de las comunidades. 

 
III. La función económica social debe entenderse como el empleo sustentable de la tierra en el desarrollo 

de actividades productivas, conforme a su capacidad de uso mayor, en beneficio de la sociedad, del 
interés colectivo y de su propietario. La propiedad empresarial está sujeta a revisión de acuerdo con 
la ley, para verificar el cumplimiento de la función económica y social. 

 
Artículo 398 (opción A para el Referendo Dirimitorio) 
Se prohíbe el latifundio y la doble titulación por ser contrarios al interés colectivo y al desarrollo del país. 
Se entiende por latifundio la tenencia improductiva de la tierra; la tierra que no cumpla la función 
económica social; la explotación de la tierra que aplica un sistema de servidumbre, semiesclavitud o 
esclavitud en la relación laboral o la propiedad que sobrepasa la superficie máxima zonificada establecida 
en la ley. En ningún caso la superficie máxima podrá exceder las diez mil hectáreas. 
 
Artículo 398 (opción B para el Referendo Dirimitorio) 
Se prohíbe el latifundio y la doble titulación por ser contrarios al interés colectivo y al desarrollo del país. 
Se entiende por latifundio la tenencia improductiva de la tierra; la tierra que no cumpla la función 
económica social; la explotación de la tierra que aplica un sistema de servidumbre, semiesclavitud o 
esclavitud en la relación laboral o la propiedad que sobrepasa la superficie máxima zonificada establecida 
en la ley. En ningún caso la superficie máxima podrá exceder de cinco mil hectáreas. 
 
Artículo 399 
Por afectar a su aprovechamiento sustentable y por ser contrario al interés colectivo, se prohíbe la 
división de las propiedades en superficies menores a la superficie máxima de la pequeña propiedad 
reconocida por la ley que, para su establecimiento, tendrá en cuenta las características de las zonas 
geográficas. El Estado establecerá mecanismos legales para evitar el fraccionamiento de la pequeña 
propiedad.  
 
Artículo 400 
I. El incumplimiento de la función económica social o la tenencia latifundista de la tierra, serán 

causales de  reversión y la tierra pasará a dominio y propiedad del pueblo boliviano.  
 
II. La expropiación de la tierra procederá por causa de necesidad y utilidad pública, y previo pago de 

una indemnización justa. 
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Artículo 401 
El Estado tiene la obligación de: 

1. Fomentar planes de asentamientos humanos para alcanzar una racional distribución demográfica 
y un mejor aprovechamiento de la tierra y los recursos naturales, otorgando a los nuevos 
asentados facilidades de acceso a la educación, salud, seguridad alimentaría y producción, en el 
marco del Ordenamiento Territorial del Estado y la conservación del medio ambiente. 

2. Promover políticas dirigidas a eliminar todas las formas de discriminación contra las mujeres en 
el acceso, tenencia y herencia de la tierra. 

 
Artículo 402 
I. Se reconoce la integralidad del territorio indígena originario campesino, que incluye el derecho a la 

tierra, al uso y aprovechamiento exclusivo de los recursos naturales renovables en las condiciones 
determinadas por la ley; a la consulta previa e informada y a la participación en los beneficios por la 
explotación de los recursos naturales no renovables que se encuentran en sus territorios; la facultad 
de aplicar sus normas propias, administrados por sus estructuras de representación y la definición de 
su desarrollo de acuerdo a sus criterios culturales y principios de convivencia armónica con la 
naturaleza. Los territorios indígena originario campesinos podrán estar compuestos por 
comunidades. 

 
II. El territorio indígena originario campesino comprende áreas de producción, áreas de 

aprovechamiento y conservación de los recursos naturales y espacios de reproducción social, 
espiritual y cultural. La ley establecerá el procedimiento para el reconocimiento de estos derechos. 

 
Artículo 403 
El Servicio Boliviano de Reforma Agraria, cuya máxima autoridad es el Presidente del Estado, es la 
entidad responsable de planificar, ejecutar y consolidar el proceso de reforma agraria y tiene jurisdicción 
en todo el territorio del país. 
 
 
 

TÍTULO III 
DESARROLLO RURAL INTEGRAL SUSTENTABLE 

 
Artículo 404 
El desarrollo rural integral sustentable es parte fundamental de las políticas económicas del Estado, que 
priorizará sus acciones para el fomento de todos los emprendimientos económicos comunitarios y del 
conjunto de los actores rurales, con énfasis en la seguridad y en la soberanía alimentaria, a través de: 

1. El incremento sostenido y sustentable de la productividad agrícola, pecuaria, manufacturera, 
agroindustrial y turística, así como su capacidad de competencia comercial. 

2. La articulación y complementariedad interna de las estructuras de producción agropecuarias y 
agroindustriales. 

3. El logro de mejores condiciones de intercambio económico del sector productivo rural en 
relación con el resto de la economía boliviana.  

4. La significación y el respeto de las comunidades indígena originario campesinas en todas las 
dimensiones de su vida. 

5. El fortalecimiento de la economía de los pequeños productores agropecuarios y de la 
economía familiar y comunitaria. 

 
Artículo 405 
I. El Estado garantizará el desarrollo rural integral sustentable por medio de políticas, planes, 

programas y proyectos integrales de fomento a la producción agropecuaria, artesanal, forestal y al 
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turismo, con el objetivo de obtener el mejor aprovechamiento, transformación, industrialización y 
comercialización de los recursos naturales renovables.  

 
II. El Estado promoverá y fortalecerá las organizaciones económicas productivas rurales, entre ellas a 

los artesanos, las cooperativas, las asociaciones de productores agropecuarios y manufactureros, y 
las micro, pequeñas y medianas empresas comunitarias agropecuarias, que contribuyan al desarrollo 
económico social del país, de acuerdo a su identidad cultural y productiva. 

 
Artículo 406 
Son objetivos de la política de desarrollo rural integral del Estado, en coordinación con las entidades 
territoriales autónomas y descentralizadas: 

1. Garantizar la soberanía y seguridad alimentaria, priorizando la  producción y el consumo de 
alimentos de origen agropecuario producidos en el territorio boliviano.  

2. Establecer mecanismos de protección a la producción agropecuaria boliviana. 
3. Promover la producción y comercialización de productos agro ecológicos. 
4. Proteger la producción agropecuaria y agroindustrial ante desastres naturales e inclemencias 

climáticas, geológicas y siniestros. La ley preverá la creación del seguro agrario. 
5. Implementar y desarrollar la educación técnica productiva y ecológica en todos sus niveles y 

modalidades. 
6. Establecer políticas y proyectos de manera sustentable, procurando la conservación y 

recuperación de suelos. 
7. Promover sistemas de riego, con el fin de garantizar la producción agropecuaria. 
8. Garantizar la asistencia técnica y establecer mecanismos de innovación y transferencia 

tecnológica en toda la cadena productiva agropecuaria.  
9. Establecer la creación del banco de semillas y centros de investigación genética. 
10. Establecer políticas de fomento y apoyo a sectores productivos agropecuarios con debilidad 

estructural natural. 
11. Controlar la salida y entrada al país de recursos biológicos y genéticos. 
12. Establecer políticas y programas para garantizar la sanidad agropecuaria y la inocuidad 

alimentaria. 
13. Proveer infraestructura productiva, manufactura e industrial y servicios básicos para el sector 

agropecuario. 
 
Artículo 407 
El Estado determinará estímulos en beneficio de los pequeños y medianos productores  con el objetivo de 
compensar las desventajas del intercambio inequitativo entre los productos agrícolas y pecuarios con el 
resto de la economía. 
 
Artículo 408 
Se prohíbe la producción, importación y comercialización de transgénicos. 
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QUINTA PARTE  
 

JERARQUÍA NORMATIVA  
Y REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 

 
 
 

TÍTULO ÚNICO 
PRIMACÍA Y REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 

 
Artículo 409 
Todas las personas, así como los órganos, funciones públicas e instituciones, se encuentran sometidos a la 
presente Constitución. 
 
Artículo 410 
La Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico boliviano y goza de primacía frente a 
cualquier otra disposición normativa. 
 
La aplicación de las normas jurídicas se regirán por la siguiente jerarquía: 

1º La Constitución. 
2º Las leyes y los tratados internacionales. 
3º Los decretos supremos. 
4º Las normas departamentales, regionales y municipales. 
5º Normas de carácter administrativo. 

 
Artículo 411 
I. La reforma total de la Constitución, o aquella que afecte a sus bases fundamentales, a los derechos, 

deberes y garantías, o a la primacía y reforma de la Constitución, tendrá lugar a través de una 
Asamblea Constituyente originaria plenipotenciaria, activada por voluntad popular mediante 
referendo. La convocatoria del referendo se realizará por iniciativa popular, con la firma de al menos 
el veinte por ciento del electorado; por mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea 
Legislativa Plurinacional; o  por la Presidenta o el Presidente del Estado. La Asamblea Constituyente 
se autorregulará a todos los efectos. La vigencia de la reforma necesitará referendo constitucional 
aprobatorio. 

 
II. La reforma parcial de la Constitución podrá iniciarse por iniciativa popular, con la firma de al menos 

el veinte por ciento del electorado; o por la Asamblea Legislativa Plurinacional, mediante ley de 
reforma constitucional aprobada por mayoría absoluta. Cualquier reforma parcial necesitará 
referendo constitucional aprobatorio.  
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 
Primera 
I. El Congreso Nacional, en el plazo máximo de sesenta días desde la promulgación de la Constitución, 

aprobará de manera excepcional, por única vez y por mayoría absoluta, el régimen electoral 
provisional necesario para la elección de los miembros de la Asamblea Legislativa Plurinacional y 
de la Presidenta o Presidente y la Vicepresidenta o Vicepresidente del Estado. La elección tendrá 
lugar en un máximo de ciento veinte días desde la aprobación del régimen electoral provisional. 

 
II. En el transcurso de este periodo se mantendrán en los cargos las autoridades que correspondan, de 

acuerdo con la regulación anterior. 
 
III. Los mandatos anteriores a la vigencia de esta Constitución no serán tomados en cuenta a los efectos 

del cómputo de los nuevos periodos de funciones. 
 
IV. El número total de asambleístas elegidas y elegidos por departamento en la primera elección de la 

Asamblea Legislativa Plurinacional será el mismo que en el Congreso Nacional cesante. 
 
Segunda 
I. La Asamblea Legislativa Plurinacional sancionará, en el plazo máximo de ciento ochenta días a 

partir de su instalación, la Ley del Consejo Plurinacional Electoral, la Ley del Régimen Electoral, la 
Ley del Órgano Judicial, la Ley del Tribunal Constitucional Plurinacional y la Ley Marco de 
Autonomías y Descentralización. 

 
II. Los departamentos que optaron por las autonomías departamentales en el referendo del 2 de julio de 

2006, accederán directamente al régimen de autonomías departamentales, de acuerdo con la 
Constitución y con la Ley Marco de Autonomías y Descentralización. 

  
Tercera 
En un plazo máximo de ciento veinte días después de la aprobación de las leyes señaladas en la 
disposición anterior, se procederá a la elección del resto de cargos públicos determinados en la 
Constitución. Esta elección será organizada por las nuevas autoridades del Consejo Electoral 
Plurinacional. 
 
Cuarta 
Durante el primer mandato de la Asamblea Legislativa Plurinacional se aprobarán las leyes necesarias 
para el desarrollo de las disposiciones constitucionales. 
 
Quinta 
En el plazo máximo de un año después de que entre en vigencia la Ley del Órgano Judicial, y de acuerdo 
con ésta, se procederá a la reorganización del Poder Judicial. 
 
Sexta 
En el plazo de un año desde la elección del Órgano Ejecutivo y Legislativo, la  categoría de Tierra 
Comunitaria de Origen se sujetará a un trámite de conversión a Territorio Indígena Originario 
Campesino, en el marco establecido en esta Constitución.  
 
Séptima 
I. Se establece el plazo de 180 días a partir de la vigencia de la presente Constitución para que el 

Órgano Ejecutivo proyecte una ley que fije las características y los límites máximos y mínimos de la 
propiedad agraria, considerando las condiciones naturales de las diferentes zonas geográficas del 
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país, las actividades socioeconómicas que se desarrollan en éstas, preservando el equilibrio de la 
calidad ambiental. 

 
II. En el plazo de un año desde la elección del Órgano Ejecutivo y Legislativo, se revisarán los derechos 

otorgados que han derivado en acaparamiento de tierras según la Constitución y la ley. 
 
Octava 
I. En el plazo de un año desde la elección del Órgano Ejecutivo y del Órgano Legislativo, las 

concesiones sobre recursos naturales, electricidad, telecomunicaciones y servicios básicos deberán 
adecuarse al nuevo ordenamiento jurídico. El Estado revisará y, en su caso,  resolverá aquellas que 
contravengan a la presente Constitución.  

 
II. En el mismo plazo, las concesiones mineras de minerales metálicos y no metálicos, evaporíticos, 

salares, azufreras y otros, concedidas en las reservas fiscales del territorio boliviano, serán revertidas 
a favor del Estado. 

 
III. Las concesiones mineras otorgadas a las empresas nacionales y extranjeras con anterioridad a la 

promulgación de la presente Constitución, en el plazo de un año, deberán adecuarse a ésta, a través 
de los contratos mineros. 

 
IV. El Estado reconoce y respeta los derechos preconstituidos de las sociedades cooperativas mineras, 

por su carácter productivo social. 
 
V. Las concesiones de minerales radioactivos otorgadas con anterioridad a la promulgación de la 

Constitución quedan resueltas, y se revierten a favor del Estado.  
 

Novena 
Los tratados internacionales anteriores a la Constitución y que no la contradigan se mantendrán en el 
ordenamiento jurídico interno, con rango de ley. En el plazo de dos años desde la elección del nuevo 
Órgano Ejecutivo, éste denunciará y, en su caso, renegociará los tratados internacionales que sean 
contrarios a la Constitución. 

 
DISPOSICIONES ABROGATORIA  

Y DEROGATORIA 
 
Disposición abrogatoria 
Queda abrogada la Constitución Política del Estado de 1967 y sus reformas posteriores.  
 
Disposición derogatoria 
Se derogan todas las disposiciones contrarias a esta Constitución. El resto del ordenamiento jurídico 
permanecerá vigente siempre que no sea contrario a la presente Constitución. 
 
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 

Esta Constitución, aprobada en referendo por el pueblo boliviano entrará en vigencia el día de su 
publicación en la Gaceta Oficial. 
 



Asamblea Constituyente
B O L I V I A




